Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 9 y 50 minutos) 


- Damos comienzo a la Comisión de Hacienda dando la bienvenida a los representantes de los ahorristas del Banco Montevideo 
cuyos depósitos fueron enviados al TCB. Antes de comenzar les queremos manifestar que esta Comisión tiene una gran demanda 
de audiencias por lo que tenemos un tiempo acotado para recibirlos, pero de ser necesario, podemos fijar otra reunión. 


Les cedemos el uso de la palabra. 


SEÑORA BARBARI.- Agradecemos el tiempo que van a disponer para nosotros y, como los señores Senadores saben -no es la 
primera vez que nos reunimos con ustedes- el tema que venimos a tratar es muy importante. Queremos manifestarles que este es 
el último lugar al que vamos a acudir y en el que vamos a confiar. 


El 27 de diciembre de 2002 se aprobó la Ley N* 17.613, cuyo artículo 31 -como los señores Senadores recordarán- dice: "Se 
faculta al Banco Central del Uruguay a otorgar a los ahorristas del Banco Montevideo y Banco La Caja Obrera, cuyos depósitos 
hayan sido transferidos a otras instituciones sin mediar su consentimiento, los mismos derechos que corresponden a los demás 
ahorristas de dichos Bancos. A estos efectos, y por acto fundado, el Banco Central del Uruguay conformará una Comisión que se 
expedirá en un plazo máximo prorrogable de sesenta días." En ese sentido, queremos subrayar que el plazo a que se refiere este 
artículo está corriendo. 


Nosotros nos reunimos tres veces con la Comisión que se formó en el Banco Central, formada por los doctores Durán Martínez, 
Balsa y Brause, pero no nos hemos puesto de acuerdo respecto al vicio de consentimiento. ¿Por qué? Porque ellos dicen que no 
son jueces para resolver este tema. Les hemos explicado que el ánimo de todos los Legisladores fue que todas las personas que 
efectuamos depósitos en el Banco Montevideo fueran consideradas como ahorristas, porque indudablemente hay un auto de 
procesamiento que ya forma parte de la jurisprudencia uruguaya -además, se trata de un acta pública- donde consta que fuimos 
estafados por el grupo Peirano y por otros responsables que todavía la Justicia no ha procesado. Los miembros de la Comisión 
consideran que se trata de un artículo "oscuro", por lo que les sugerimos que si era así, había que interpretarlo, dado que el artículo 
12 del Código Civil expresa que solo toca al Legislador interpretar o explicar la Ley. 


Nosotros no tenemos dudas de que estamos comprendidos en el referido artículo de la citada Ley, en mérito a que nuestro 
consentimiento fue inexistente al estar viciado por el error al que fuimos inducidos por las acciones dolosas de los funcionarios. 


No voy a hablar ahora del vicio de consentimiento porque me llevaría mucho tiempo, pero pongo a disposición del señor Presidente 
y de la Comisión la exposición del doctor Gros Espiell -que en mi modesta opinión fue brillante- con respecto al vicio de 
consentimiento, en el que cita los artículos del Código Civil en los que nosotros nos amparamos. Asimismo, vengo aquí a poner a 
disposición de ustedes la interpretación que consideramos debe ser presentada por ante ambas Cámaras a efectos de sancionarse 
lo antes posible, para que podamos tener una solución al respecto. 


Quiero agregar algo que en mi opinión es muy importante, y lo he traído escrito para aprovechar mejor los quince minutos de que 
dispongo para hablar. Entiendo que este es el último recurso que nos queda, porque todavía creo en mis Legisladores y en mi país. 
Hemos dilatado muchísimo nuestro viaje a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos para denunciar esta violación de 
nuestros derechos de propiedad, que fue tremenda, como nunca se había visto en la historia uruguaya. 


Después de lo que nos pasó el 24 de junio y de todo lo vivido en estos once meses, me dije: vivo en un país democrático y ello es 
así porque la democracia se basó en varios presupuestos, y uno de ellos es el sometimiento del Estado y del gobernante al 
principio de legalidad. Quiere decir que esencialmente el Estado de Derecho supone la finalidad estatal de tutelar los derechos 
humanos, y siempre la democracia se pudo concebir como un sistema de vida en el que se respetan los valores fundamentales de 
la persona. Pero aquí los valores no se han respetado; todavía no hemos tenido ningún tipo de solución y el 24 de junio se cumple 
un año desde que estamos en esta situación. Los valores fundamentales de la persona hacen que nosotros podamos vivir con 
dignidad, pudiendo disfrutar de una calidad de vida adecuada y eso ocurre cuando la mayoría impone sus decisiones con respeto 
por los derechos de la minoría. El doctor Barbagelata, que fue uno de los profesores que estudié en la Facultad de Derecho, decía 
que la democracia es una auténtica filosofía de la vida y se apoya en la libertad y en la igualdad. Esto aquí no existió, porque 
luchamos contra un centro de poder que, créanme, es inmenso. Desde el primer momento vimos que estábamos luchando contra 
un grupo que era muy fuerte y que estaba amparado por muchísimas personas. 


Quiero señalar que nuestro derecho de propiedad, que fue violado, está reconocido expresamente en el artículo 7% de la 
Constitución de la República, así como también en los tratados internacionales, entre ellos, la Declaración Americana de Derechos 
y Deberes del Hombre, en su artículo 23, y la Convención Americana de Derechos Humanos, conocida como el Pacto de San José 
de Costa Rica, en su artículo 21. Entonces, luego de agotados todos los recursos, es ante esta última donde nos habremos de 
presentar. 


Quiera Dios que esto lo podamos resolver lo antes posible. Considero que lo tenemos que solucionar con ustedes porque son 
nuestros representantes y alguien tiene que reparar este problema. 


No me cabe la menor duda que esta Comisión a la que hoy nos presentamos tiene competencia absoluta y genérica de promover 
el respeto y la observancia de estos derechos humanos que hoy queremos recuperar. 


El señor Presidente sabe muy bien -porque estuve en varias oportunidades intercambiando opiniones, tanto con él como con 
algunos señores Senadores aquí presentes- que hemos pasado muchas dificultades en este tiempo y no ha sido fácil. Pienso que 


no es tarea fácil tratar de tener éxito, pero se logra con mucha tenacidad, perseverancia y con la convicción de que la verdad está 
de nuestra parte. 


En lo personal, la vida me ha preparado para pasar momentos como éste. He tenido que enfrentar situaciones mucho más 
importantes como lo es la vida de mis hijos. En dos oportunidades estuve a punto de perder a uno de ellos pero lo he sobrellevado, 
he luchado y debo decir que lo he logrado, y esto también lo vamos a superar. 


Quiero expresar que en esta estafa hubieron varios responsables e, incluso se podría hablar de responsabilidades políticas. Esto 
último puede ser gravísimo porque, aun sin cometer delito, si no hay soluciones, puede haber una doble responsabilidad política: 
por lo que pasó y por no corregirlo. Digo esto, porque cuando se dictó la Ley N* 17.613 fue, sin lugar a dudas, para corregir, no para 
deslindar responsabilidades. 


Al respecto, quiero aclarar que hemos estudiado el tema en profundidad y la contadora Brecia lo va a explicar cabalmente. Quiero 
adelantar que, sobre todo lo que expondremos en este ámbito, ya no hay dudas. Digo esto, porque se consultó toda la recopilación, 
las actas y las declaraciones que se hicieron ante la Comisión Investigadora. 


SEÑORA BRECIA.- En primer lugar y con el debido respecto, quisiera manifestar que tienen la obligación de mirar un poco para 
adelante y ver el problema que le pueden dejar al próximo Gobierno. Digo esto, porque estamos seguros de que si nos 
presentamos, vamos a ganar este juicio. De todas maneras, creo que a veces vale más un mal arreglo que un buen juicio, porque 
hay personas que no pueden esperar. Por esta razón, estamos acá. 


Ahora les voy a decir por qué tengo la convicción de que, si nos presentamos a un juicio, lo vamos a ganar: tenemos elementos 
que hemos estudiado durante todo este tiempo y están a nuestro favor. 


Quisiera resumir cómo era el funcionamiento del TCB, porque a lo mejor hay alguien que no lo conoce y cuál era la no autorización 
que tenía para funcionar. Básicamente, había tres modalidades de captación de fondos: TCB Mandatos, que era una 
representación bancaria y no podía realizar por cuenta propia ni de sus representantes, actividad de intermediación financiera. Esto 
está establecido por el artículo 450 de la Recopilación de Normas de Control del Sistema Financiero. Además, cuando hay una 
institución, se tiene que registrar ante el Banco Central y tiene que dar el nombre de sus directores y accionistas. Esto quiere decir 
que el Banco Central tenía que tener pleno conocimiento de cómo se integraba esta institución. También hay otro aspecto que hay 
que tener en cuenta, que es la Circular N* 1140 de mayo de 1993, del Banco Central, que establece que los locales que ocupen las 
dependencias de las empresas de intermediación financiera, deberán estar perfectamente separados de aquéllos donde se 
desarrollen actividades ajenas a estas empresas. En este caso, en la calle Arocena, funcionaba el Banco de Montevideo y, al 
mismo tiempo, se le dio la autorización para funcionar a TCB Mandatos. Reitero que figuran conjuntamente la Agencia Carrasco del 
Banco de Montevideo y TCB Mandatos. Esto quiere decir que, a los efectos de ANTEL, compartían la misma dirección. El hecho de 
que no estuvieran debidamente separadas las actividades internas y con no residentes de los bancos, facilitó la realización de 
maniobras dolosas, como las realizadas por el Banco de Montevideo con el TCB de Caimán. 


Quiere decir que la primera captación se produjo de esta manera. La segunda captación de recursos se hizo a través del Banco de 
Montevideo en forma directa. ¿Cómo ocurrió? Se vendía, directamente, un depósito. Según todo lo que se investigó y se declaró 
por los directores actuales del Banco Central ante la Comisión Investigadora, tenemos entendido que se necesitaba un contrato - 
estas fueron palabras del economista Barrán- el que debía ser puesto en conocimiento de la Superintendencia de Instituciones de 
Intermediación Financiera con un plazo de treinta días a partir del cual podía entrar a funcionar. Según pudimos averiguar, este 
contrato nunca existió y, por lo tanto, no fue firmado por nadie. Agregamos a esto que el Banco de Montevideo sí tenía contratos 
con otras instituciones financieras. Quiere decir que, en este caso, expresamente no hubo contrato, lo que es muy grave. 


Ahora voy a referirme a otra forma de captación de ahorro, que fue considerada como la "vedette", esto es, los certificados 
globales. El Banco de Montevideo vendía a sus clientes participaciones parciales de un certificado global que él compraba. 
Nosotros entendíamos que se trataba de un plazo fijo y mucha gente fue informada de esa manera. Si manejamos que el Banco de 
Montevideo vendía un depósito, estamos diciendo que vendía un activo. En consecuencia, debía estar registrado como tal. Si el 
economista Barrán dice que en este caso no se necesitaba contrato, la única forma para que ello sea así es que se tratara de un 
activo. Quiere decir que hubo una omisión del Banco Central porque no controló que se documentaran las operaciones realizadas 
con sus ahorristas con ajuste a la verdad. ¿Por qué? Porque estas operaciones se registraban con cuentas de orden, y esto fue 
auditado en varias oportunidades, se hicieron "circularizaciones" a los clientes y nadie objetó nada. O sea que podemos decir que 
esta tercera operación tenía una irregularidad muy importante, que es más grave si consideramos que se trata de un grupo 
económico que funcionaba como tal y que era conocido por todo el mundo. Entonces, pensamos que el TCB captaba recursos 
financieros, en forma directa, del Uruguay, de residentes. A nuestro juicio, el hecho de que el Banco de Montevideo adquiriera 
certificados de depósito y luego los cediera a sus clientes no hace cambiar las conclusiones que siguen. ¿Por qué? Porque al 
constituir un mismo grupo económico entre ambas empresas financieras, deben considerarse los efectos como si fueran la misma 
cosa y, por lo tanto, tienen las mismas obligaciones y responsabilidades. El Banco de Montevideo captaba ahorro público en el 
Uruguay y lo canalizaba hacia TCB. Si bien formalmente adquiría primero un certificado de depósito y luego lo cedía a sus clientes, 
esto no implica que, en los hechos, no captara recursos financieros de residentes y de no residentes. Partiendo de la premisa que 
el Banco de Montevideo en estos casos captaba recursos del público, consideramos que el Banco Central no ejerció los contralores 
de supervisión que poseía para evitar que los inversores fueran engañados por aquél. 


A continuación, quiero aludir a otro aspecto que es muy importante. Desde siempre, el Banco Central ha velado por la protección 
del ahorro público. Entonces, se puede afirmar que la protección del ahorro público está implícitamente comprendida en los 
cometidos legales que corresponden al Banco Central del Uruguay. En este caso teníamos un producto que era manejado a total 
antojo del Banco de Montevideo y del Grupo Peirano, en cualquiera de sus tres modalidades. 


Por consiguiente, consideramos que debió ser mucho más activo el Banco Central porque se requerían controles diarios, e informar 
y advertir a los ahorristas de la situación generada. 


Si para poder vender valores y fondos de inversión "off shore" los bancos se ven expuestos a muchos controles y exigencias, ¿por 
qué razón, para vender los valores que vendió el Banco de Montevideo -que eran sus certificados globales- no se exigió ni se 
impuso ningún tipo de control? Esta es nuestra pregunta fundamental. Entonces, las reales connotaciones del tema son que la gran 


posición que el Banco de Montevideo poseía en TCB implicaba que se trataba de un mismo grupo económico y, por ende, debía 
conocer el Banco Central los estados contables de todos sus integrantes porque estamos hablando, precisamente, de un mismo 
grupo económico. 


Hay algo más que quiero decir. Luego de que pasó todo esto nos extrañó que nos llegara una documentación que fue muy 
importante para nosotros. En plena crisis bancaria, en junio de 2002, se dictó una normativa por la que se reglamentó el artículo 
454 de "Obligaciones", que habla de representaciones de entidades financieras del exterior, que dice así: "Los representantes 
deberán cumplir con las siguientes obligaciones:" y en uno de sus apartados especifica: "utilizar en toda publicidad y papelería con 
referencia a la representada exclusivamente la denominación jurídica y el nombre comercial de la misma, no pudiendo hacer 
referencia al grupo económico al que pertenezca o a sus accionistas, inclusive mediante símbolos" ¿Qué significa esto? Que a 
nosotros nos indujeron a error porque se presentaron con un mismo símbolo y un mismo logo. Y ahora, en plena crisis bancaria, 
¿se establece que no pueden aparecer como grupo económico? 


Nosotros pretendemos que haya una transparencia para nunca más, nadie, sea engañado. 


SEÑORA BARBARI.- Para terminar y redondear un poco este tema que para nosotros es gravísimo, me quiero referir a dos cosas 
importantes. 


Por un lado queremos dar a conocer a los señores Senadores una ley interpretativa que ponemos a su disposición y con la que, 
indudablemente, ha tenido algo que ver el doctor Gros Espiell. Quisiéramos, además, señor Presidente y señores Senadores, 
explicar el por qué de la misma. 


La Comisión que nombró el Banco Central -a cuyos integrantes el Estado les está pagando los honorarios correspondientes, hecho 
que nos parece bien porque están trabajando, pero nos afecta porque está en juego el destino de nuestros ahorros- ya lleva más 
de sesenta días -y pidió prórroga- de labor y solamente ha tratado el tema de BM Fondos, que ya se sabía que no estaba 
comprendido en el artículo 31. Ellos nos dijeron que para resolver nuestra situación todavía falta mucho tiempo -nos hablaron hasta 
de casi un año- porque tienen que ver aproximadamente 1.300 expedientes. Nosotros no podemos esperar un año más. Como los 
señores Senadores entenderán, en esta situación hay personas que ya están al límite, porque vivían de sus ahorros; entonces, 
esto no es un juego. Vuelvo a repetir que están en juego los derechos que tenemos las personas y, como ustedes son quienes nos 
están representando, en sus manos está resolver este tema. Los miembros de esta Comisión dicen que si hay documentos 
firmados, ellos no son jueces para decir que ese consentimiento está viciado porque la ley no lo dice. Pero si esto es así, vamos a 
tratar de que la ley lo diga y, entre todos, de hallar una solución para que esta Comisión se expida lo antes posible. 


Entonces, si la ley es oscura en este sentido, el Código Civil nos faculta para que nosotros la podamos interpretar, y la 
interpretación emanada del Poder Legislativo se considera auténtica. 


En consecuencia, pongo a disposición de los señores Senadores esta ley interpretativa para que se pueda estudiar lo antes posible 
a los efectos de que aquella Comisión pueda tomar una resolución. De lo contrario, quedaríamos todos afuera, y explico por qué 
digo esto. Quien va a un banco siempre firma documentos y si existieron documentos suscritos por los firmantes, los mismos no 
significarían más que el cumplimiento formal de la rutina bancaria y, en este caso particular, viciado por el fraude consumado. 


Otra de las cosas que quiero comunicar a esta Comisión es que nosotros vamos a denunciar ante la Comisión Interamericana de 
los Derechos Humanos, de acuerdo al artículo 21 del Pacto de San José de Costa Rica, la violación de nuestro derecho de 
propiedad -hoy lo denuncio ante ustedes- por actos emanados del Banco Central del Uruguay, del Poder Ejecutivo y del Ministerio 
de Economía y Finanzas. Estas autoridades públicas, no sólo violaron este derecho de propiedad de los ahorristas con actos 
directos, sino que omitieron el deber de garantizar -y esto es mucho más grave- el pleno ejercicio del derecho de propiedad de los 
ahorristas, impidiendo y reparando las violaciones brutales cometidas por este grupo económico denominado Peirano, dueños de 
los Bancos Montevideo y La Caja Obrera. Además, el tercer aspecto que quiero informar es que puse a disposición del Juzgado 
Letrado en lo Penal de 8* Turno y de la Comisión Investigadora que lleva adelante esta investigación, documentos auténticos que 
llegaron a mi poder -aclaro que vi los originales- en donde Dante Peirano tres días antes de la intervención del Banco Montevideo 
daba órdenes para transferir fondos del Trade 8 Commerce Bank a sus familiares, a empresas vinculadas y a sociedades 
anónimas muy conocidas en nuestra plaza. 


Para terminar quiero manifestar algo que me parece importante. 


Mucha gente nos pregunta si tenemos esperanza de recuperar el dinero, a lo que respondemos ¡vaya si la tenemos! Digo esto 
porque nuestra esperanza nunca se basó en palabras que se arrojan al vacío, porque estas no son palabras, sino hechos que se 
fueron generando por nuestro grupo cuando todo parecía oscuro y sin sentido. Créanme señores Senadores que la luz siempre 
llega de lugares oscuros e inesperados, con la tenacidad de los que creemos que vale la pena la vida, con la audacia de las 
personas que creen que es importante recorrer un camino juntos y con la convicción de los que creemos en Dios, que siempre está 
de nuestro lado. 


SEÑORA BRECIA.- Quiero agregar algo muy importante que omití formular en mi exposición. 


Cuando concurrieron las autoridades del Banco Central a esta Comisión, la doctora de dicha Institución, hace constar en la versión 
taquigráfica todo lo relativo al funcionamiento del Trade 8 Commerce Bank y dice que el Banco Montevideo adquiría por su cuenta 
y riesgo un certificado de depósito, lo fraccionaba y lo participaba. Creo que es muy importante y debemos recordar la frase "por su 
cuenta y riesgo". 


SEÑOR HEBER.- Simplemente quiero hacer una pregunta a la delegación que nos visita. 


A mi juicio es clave el comportamiento de la Comisión y no el del Banco Central, en función del artículo 31 -que votamos- 
correspondiente a la Ley de Bancos. 


Quiero saber si estos argumentos que ustedes expusieron acá sobre la responsabilidad que indudablemente tenía el Banco Central 
en cuanto a advertir sobre la violación de un derecho vigente en el sentido de no poder traspasar los fondos de residentes al Trade 
8 Commerce Bank, los plantearon formalmente en la Comisión Sectorial del Banco y si, además, tuvieron alguna respuesta ya que 


ello, de alguna manera, involucra a quien, en definitiva, los designó para realizar la investigación. Creo que aunque estas personas 
que integran dicha Comisión, fueron contratadas -aclaro que no son honorarias- para cumplir con la revisión de los 1.500 casos, 
esto llevaría a generar la incertidumbre en todos estos ahorristas de saber si entran o no en la liquidación del Banco. 


Estamos frente a plazos muy cortos, porque tenemos dos meses para definir cuál es el monto que, de alguna manera, el Estado 
uruguayo y las nuevas fórmulas bancarias de recuperación de activos van a crear para cumplir con una masa de depositantes y 
ahorristas. 


En consecuencia, el hecho de que ustedes estén o no es algo clave, ya que es probable que ese fondo demore más de un año. 
Pero no saber si están o no significa una situación de incertidumbre de la que, en cierto modo, me hago cargo. Por eso mi pregunta 
es si ustedes han tenido una reunión formal con la Comisión Sectorial del Banco Central y han expuesto sus argumentos, en los 
que aparece una responsabilidad muy grande de esta Institución en cuanto a haber advertido, por lo menos, a los depositantes - 
aunque para mí, tendría que haberlo impedido- en relación a pasar estos fondos al TCB como lo marca la ley vigente. En todo caso, 
también existió la responsabilidad de advertir a los depositantes y a los ahorristas. Sin embargo, se les decía que era lo mismo, que 
se pasaba a una situación de un mismo grupo económico, que no se violaba la ley y que la maniobra estaba respaldada por el 
Banco Central, como ocurrió en muchos casos. 


¿Qué les respondió la Comisión Sectorial con respecto a todo esto? 


SEÑORA BARBARI.- Nos hemos reunido ya varias veces con esa Comisión y otras tantas con los directivos del Banco Central, 
con los actuales y con los anteriores. Y, justamente, porque no encontramos una respuesta es que hoy estamos acá para que 
ustedes, como representantes nuestros -indudablemente, son ustedes los que se deben a nosotros, no se olviden de que la 
soberanía radica en la nación; ténganlo muy presente porque yo lo tengo cada día de mi vida- nos den una contestación. Entonces, 
como no la hemos encontrado hasta ahora es que hoy venimos para buscar juntos una solución. 


El Presidente del Nuevo Banco Comercial, economista Licandro, nos dijo: "Si ustedes al 31 de mayo no están dentro de los 
ahorristas y se les pueden entregar los certificados de depósitos, su situación se va a complicar, y mucho". Hoy es 15 de mayo, por 
lo que quedan prácticamente quince días. Están resueltas todas las situaciones menos la nuestra, cuando en realidad fuimos los 
más perjudicados. Hay cuatro personas presas -una de ellas ya falleció- una prófuga y no se vislumbran soluciones. Hace dos 
semanas volvimos a visitarlos a la cárcel. 


Nosotros pensamos que en este país es bárbaro robar y ser delincuente de cuello blanco, porque se puede estar un tiempo en la 
cárcel y al salir contar con U$S 800:000.000 en el bolsillo. Es muy claro que U$S 800:000.000 no se esfuman de un día para el otro 
porque sí. Entonces, ¿quiénes son los delincuentes? ¿Ellos o nosotros? 


Nos preguntamos cómo es posible que se forme una Comisión para juzgar si dimos o no nuestro consentimiento porque, de hecho, 
se sabe que fuimos a un Banco uruguayo, con empleados uruguayos. Puedo decirlo con propiedad porque yo saqué mi dinero de 
un Banco extranjero -en mi calidad de escribana doy fe pública de todo lo que estoy diciendo- lo deposité en uno uruguayo y bajo 
ningún concepto voy a estar dispuesta a no recuperar mis ahorros. 


Por lo tanto, reitero que como no vemos una salida, queremos una solución inmediata y no para dentro de unos meses, porque ya 
han pasado once. En esta Comisión hemos estado una vez y, personalmente, he recorrido cada lugar de este Palacio Legislativo - 
como los señores Senadores saben bien- todos los días de estos once meses y no me he dedicado a otra cosa más que a hablar 
con ustedes. ¿Qué más tengo que hablar? ¿Qué más tenemos que demostrar si ya hemos demostrado todo? 


Además, se han metido en nuestra vida privada, lo cual es grave. Créanme que no conozco la vida privada de ustedes, ni me 
interesa; lo único que hago es votar y confiar. Ahora bien, mi situación de vida, como mujer y persona, cambió hace un año; 
entonces, exijo. ¿Ustedes exigen? Yo también. Es muy importante lo que estoy diciendo. 


Además, quiero destacar el apoyo increíble que estamos recibiendo de la gente lo que, créanme, vale la pena y merece ganarse, 
porque es como ganar una batalla contra la delincuencia, para que esto nunca más pase en nuestro país. No olvidemos que 
estamos a un año de las elecciones, que se empiezan a jugar desde ahora, desde el vamos. 


Por otro lado, quiero recordar que el arquitecto Leintenstein que nos acompaña en el día de hoy, estuvo con un quebranto de salud 
muy grave y fue operado del corazón, precisamente, a raíz de toda esta situación. No soportó las tensiones ni seguirme el ritmo 
todos los días -lo que no es fácil- lo que hace que me sienta un poco culpable por todo lo que le ha pasado. Además, el señor 
Presidente recordará al escribano que nos acompañó en anteriores oportunidades, y que se emocionó muchísimo -las mujeres nos 
emocionamos porque somos así, pero los hombres de pronto sienten de otra manera- que hoy no nos pudo acompañar porque 
está muy enfermo; adolece de un cáncer de próstata y los únicos U$S 60.000 dólares que tenía y que estaban depositados en el 
Banco -ahorrados en el ejercicio de su profesión- hoy los perdió. También por eso estamos hoy acá. 


SEÑOR LEINTENSTEIN.- En cuanto a lo que conversamos con la Comisión, quería decir que allí nos manifestaron que, como el 
artículo 31 estaba tan oscuro y ellos no podían darle una realidad más rápida y eficiente, sería bueno que nosotros procuráramos 
elaborar un artículo o un proyecto de ley interpretativo; no sé cuál porque no soy constitucionalista. Por ese motivo traemos este 
artículo para ayudar a esta Comisión a hacer más rápida su evaluación y posterior decisión. 


En realidad, entendemos que estamos todos adentro del problema, pero ellos dicen que no pueden hacer nada porque no tienen 
las armas correspondientes. A través de esta ley interpretativa, reitero, podría ser más eficaz la labor que ellos tienen y lograrían 
sacar de la angustia a más de 1.300 ahorristas que hace un año y medio que estamos en la incertidumbre de no saber si vamos a 
perder todo o a recuperar algo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacerles una pregunta breve. Según lo que han manifestado aquí, ustedes están hablando de que 
están adentro todas aquellas personas que, yendo al Banco Montevideo, sus ahorros fueron a parar al TCB. Estamos hablando de 
ahorristas del Banco Montevideo, que fueron a dependencias del Banco Montevideo y bajo el logo del Banco Montevideo. Quiero 
que quede claro eso. 


SEÑORA BARBARI.- Exactamente fue así. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo que nos presentan -que luego cada uno estudiará porque notoriamente tiene una serie de 
referencias que hay que analizar- se dirige a ese grupo de ahorristas. 


SEÑORA BRECIA.- Había dos modalidades de captar en el Banco Montevideo: la venta directa y la realizada a través de los 
certificados, siempre hablando de ahorristas del Banco Montevideo. 


SEÑORA BARBARI.- Quiero hacer una precisión; no se trata de modalidades de captar, son modalidades de llevarse el dinero y de 
robar para las empresas de ellos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de los representantes de los ahorristas del Banco Montevideo y estaremos 
informándolos de lo que se trabaje en la Comisión. 


(Se retira de Sala la delegación de ahorristas del Banco Montevideo.) 


(Ingresa a Sala una delegación de ahorristas del Banco de Crédito) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Hacienda da la bienvenida a los representantes de los ahorristas del Banco de Crédito. 


Antes de cederles el uso de la palabra, la Presidencia quiere indicar a los invitados que en razón de que el tiempo de que 
disponemos es limitado debido a otros compromisos no podemos extendernos demasiado en el tema, lo que no quita que en otra 
oportunidad se pueda realizar una segunda reunión. 


SEÑOR UBRIACO.- Como ahorristas del Banco de Crédito queremos hacerles saber algo que seguramente los señores 
Senadores ya saben: que los distintos Bancos a partir de la crisis bancaria del año pasado han tenido soluciones, mejores o 
peores, pero soluciones al fin. Por un lado, tenemos a los ahorristas del Banco de la República cuyos depósitos fueron 
reprogramados a tres años con una tasa de interés al 6% anual, al igual que los de los ahorristas del Banco Hipotecario; y, por otro, 
están los Bancos liquidados, junto con el de Crédito -que incluso fueron robados, y esto está demostrado porque hay gente presa- 
que también obtuvieron una solución, la que a pesar de que quizás tampoco sea la mejor, permitirá que sus ahorristas cobren un 
dinero a los seis años con pagos trimestrales, amortizando capital e intereses. En cambio, a nosotros el Gobierno nos propone 
realizar un acuerdo que, si los señores Senadores lo han leído, sabrán que tiene muchísimos problemas. 


En todas las asambleas los ahorristas nos referimos al 100% de reintegro de nuestros depósitos más los intereses devengados a la 
fecha de liquidación, junto con el respaldo del Estado. La mayoría de los ahorristas a los que les he preguntado y con quienes 
hemos reflexionado sobre por qué nos mantuvimos en el Banco de Crédito, me han respondido que los funcionarios aseguraban 
que el Banco de Crédito era un Banco respaldado por el Estado, pero no vamos a entrar ahora en esos detalles porque los señores 
Senadores lo habrán escuchado infinidad de veces. El tema es que el Banco ya está liquidado y el Estado está con problemas 
pero, más allá de eso, no se puede eludir la responsabilidad de quién era uno de los accionistas. 


Ahora bien, en el acuerdo que nos presenta el Gobierno, el 100%, como nosotros reclamamos no está garantizado porque, entre 
otras cosas, la parte que corresponde al deudor mayor -que también es el accionista- la que corresponde a Moon, no está 
respaldada y al día de hoy no tiene las garantías suficientes; es un 30% del total de lo adeudado en estos créditos y no tiene, como 
dije, respaldo alguno. Además, no tenemos ningún dato porque no hemos podido acceder a la información correspondiente. Sin 
embargo, repito, aparentemente no habría respaldo en esa parte. Se nos han ofrecido algunas garantías -además éstas serían a 
posteriori- que no serían ni siquiera suficientes y desconocemos el alcance de las mismas. En realidad, nos están pidiendo que 
firmemos el convenio para dentro de treinta días conseguir las garantías, lo cual suena totalmente ilógico. Por ese lado, ya no 
tendríamos el 100% asegurado porque no sabemos cómo nos pagaría, de qué forma y de qué manera el Grupo Moon, si es que se 
va a dignar a pagarnos. Hablar, ha hablado mucho, pero no sabemos nada al respecto. 


Por el lado de la otra parte del 100% está la subasta. En la subasta de Carteras el Gobierno incluye una frase por allí y dice que 
deberán alcanzar la cifra de U$S 147:300.000. ¿Deberán alcanzar? Y si no se alcanzan; no lo sabemos. Pueden haber lotes 
desiertos o más de un lote desierto. El Estado propone poner U$S 40:000.000 en Bonos, pero no sabemos si eso es suficiente. Si 
de U$S 147:000.000, sólo tenemos garantizado U$S 40:000.000, no sabemos qué puede pasar con más de U$S 100:000.000. Por 
lo tanto, por ese lado tampoco tenemos garantizado llegar a la totalidad. 


Después está el hecho de que nosotros pedimos el respaldo del Estado. Confiamos en ese Banco porque se nos dijo, incluso a 
través de propaganda engañosa, que contaba con ese respaldo. Sin embargo, dentro de las posibles maneras de pago de la 
subasta, se aceptan certificados de depósito emitidos por las instituciones oferentes. Quiere decir que cualquier Banco puede emitir 
certificados y vamos a tener el respaldo de instituciones privadas que en el día de mañana se pueden fundir o ir del país. En 
síntesis, no sabemos qué respaldo va a tener ese papel. También pueden haber obligaciones no negociables de empresas que 
luego den quiebra o, incluso, que ya estén mal en la actualidad dado que esto no se excluye. Por lo tanto, no tenemos un respaldo 
garantizado del Estado para esa cifra tan importante de U$S 147:000.000. 


Si observamos la forma en que está conformado lo que se nos pagaría, lo que está seguro con respecto a este acuerdo es que 
habría un 5% en efectivo, lo que equivale a U$S 20:000.000. Cabe aclarar que esta cifra no es exacta porque, a pesar de que el 
Banco está liquidado, los funcionarios siguen cobrando el sueldo, situación con la que no estamos de acuerdo. En ese sentido, lo 
hemos planteado a la liquidadora de forma muy suave y no hemos presentado un recurso jurídico para impedir esto que 
consideramos una barbaridad. Lo cierto es que los funcionarios siguen cobrando y generan una pérdida por ese concepto de U$S 
2:000.000 mensuales. Por lo que sabemos, también se siguen renovando los servicios de fax y computación lo que habla de que 
todo sigue funcionando como si nada ocurriera. 


¿Cómo nos haríamos nosotros de nuestro dinero? De los U$S 20:000.000, a la mayoría le correspondería un 5% y un porcentaje 
un poco mayor a los montos inferiores que podrían llegar hasta U$S 2.000. No conocemos la forma del reparto exacto porque se 
habla de "hasta U$S 2.000". La estimación es que sería aproximadamente un 5% de capital. 


¿Cómo estaría formado el 95% restante? Lo que sabemos al día de hoy es que nos darían un 8,9% , que equivale a U$S 
97:500.000, de la Serie 29 -serie con la que se capitalizó el Banco de Crédito en el año 1998- con vencimiento en el año 2005. 
Ahora bien, si sale la reprogramación de la deuda el vencimiento se correría para el 16 de diciembre de 2010. Este sería el plazo 
conocido más corto de nuestros Bonos: 16 de diciembre de 2010 y representa un 8,9% del capital. Con respecto al resto, es decir 
los U$S 40:000.000 que pondría el Gobierno para subasta más los U$S 16:000.000 de pago de deuda del Estado, serían Bonos 
con vencimiento al año 2011, pero no sabemos la fecha exacta, la tasa de interés, etcétera. Por lo que se habló, se supone que se 
elegiría la opción de liquidez, es decir de tasa incremental. Entonces, los U$S 56:000.000 a que hago referencia representarian un 
18% del capital. Ahora bien, en el reparto de ese monto tendrían preferencia las personas mayores de 65 años. Creemos que la 
edad promedio de los ahorristas del Banco es de más de cincuenta años por lo que es probable que de esos U$S 56.000.000 la 
gente reciba una cantidad muy baja. No tenemos un estimativo, pero, probablemente, si se trata de un 18% del capital, no estarían 
recibiendo más de un 8% o un 10%. 


En conclusión, los ahorristas estaríamos recibiendo ya un 5% y aproximadamente un 20% en el año 2011, es decir, dentro de 8 
años. Quiere decir que no sabemos cuándo se va a pagar más del 70%. 


En contraposición con esto, a los ahorristas que fueron estafados de los Bancos Montevideo, Caja Obrera y Comercial, se les ha 
dado una solución y van a recibir dinero trimestralmente. La ley que se aprobó en diciembre pasado tenía el espíritu de la 
reapertura de un nuevo Banco para las tres instituciones fundidas y, en nuestro caso, la reapertura del Banco de Crédito. 


Al no abrir el Banco de Crédito, me parece que se quedaron sin instrumentar el plan "B" para ese caso, por lo que ahora nosotros 
estamos a la deriva y quieren que entremos en el acuerdo sobre la base del artículo 19. Creemos que este acuerdo es inaceptable 
en todos sus términos, pues no se sabe qué va a pasar ni cuándo se va a cobrar la mayor parte de nuestro capital. Desde ese 
punto de vista, entendemos que no podemos firmar este acuerdo; jamás. 


Como en alguna oportunidad hemos hablado con el Diputado Heber Fúllgraff, sabemos que está planteando la aprobación de un 
proyecto de ley en esta materia. Así como existió la voluntad política de crear un Nuevo Banco Comercial para poder dar seguridad 
a los ahorristas de los otros tres Bancos, deseamos que haya voluntad política para encontrar una solución a nuestros reclamos, 
pues hoy no sabemos qué puede pasar con nuestra situación. 


SEÑORA DE MARCO..- En grandes líneas, creo que ya está todo dicho. Justamente, han pasado diez meses y no quiero hacer 
historia, pero seguimos en esta situación de incomprensión e indecisión. No vemos que haya existido hasta el momento apoyo de 
parte de ninguno de los partidos políticos salvo, como expresaba el compañero, la presentación de un proyecto de ley del Diputado 
Arturo Heber Fúllgraff. En mi opinión, habría sido importante dar andamiento a esta iniciativa. 


En realidad, no se hicieron las cosas como se debieron haber hecho y nosotros, los ahorristas, que confiamos y depositamos 
nuestro dinero en el país, pues no lo sacamos del Uruguay, nos vemos ahora en esta situación y no lo podemos recuperar. 


Creo que esto no puede pasar inadvertido y que la clase política tendría que haber tomado alguna medida, aunque pienso que 
todavía estamos a tiempo. Por eso venimos a este ámbito a plantear el tema. No estamos obligados a firmar el acuerdo y no lo 
vamos a hacer, pero esperamos que de parte de los señores Senadores surja una iniciativa en forma acelerada y apresurada, 
como se hizo con los otros Bancos, de modo tal de permitirnos una mejor recuperación de nuestros depósitos. De esta forma, por 
lo menos, podríamos retomar la confianza que tuvimos en el país y que quisiéramos seguir teniendo. Con esta actitud de parte del 
Gobierno, la confianza se perdió y va a ser muy difícil recuperarla. 


SEÑOR KOUYOUMDJIAN.- Por todos es conocida la composición del paquete accionario de este Banco, pero quiero recalcarlo, ya 
que el 51 % era -y es, creo- del Estado que, a su vez, tenía la responsabilidad en la administración, porque representaba la 
mayoría en el Directorio. Por eso, pretendemos que nos traten como a un Banco del Estado. Reitero, al ser el Estado responsable 
por la administración del Banco y ser mayoría en el paquete accionario, pensamos que tenemos derecho a ello. 


A su vez, pretendemos que el proyecto de ley del señor Diputado Arturo Heber Fúllgraff sea mejorado, porque en él se estipula una 
base del 80 %, y nosotros deseamos que allí sea comprendido el 100 % de nuestros ahorros. 


SEÑOR UBRIACO.- Tenemos mucha información acerca de este proceso y, por ello, no queremos entrar en detalles. Por otra 
parte, creo que todos ustedes conocen cómo se fue dando esta situación. 


Tal como lo señaló AEBU, desde hace unos meses hemos llegado a conocer la situación patrimonial del Banco de Crédito. 


Obviamente, fuimos engañados; creo que nadie con un poco de cordura va a poner dinero en una empresa fundida, con patrimonio 
negativo. Nosotros no sabíamos eso; lo desconocíamos. Desde los representantes del Grupo Moon hasta los del Gobierno han 
dicho que los balances se ocultaron, que no se presentaron, justamente, para evitar este tipo de cosas y que se habían tomado 
medidas expresas para que el Banco pudiera funcionar. 


Sabemos también que este fue un Banco con mucho asidero político. Quiere decir que aquí, en el tema, hay mucha cosa. 


Entonces, lo que hemos venido a plantear es muy simple. No nos sirve presentarnos a la Justicia, por el tiempo que ello implica y el 
desgaste que podemos sufrir. Si se quiere, estamos espiritualmente cansados; a esta altura, pues, necesitamos tener una 
tranquilidad espiritual y patrimonial. Es por todo ello que no queremos recurrir a la Justicia, pero si nos obligan lo haremos, porque 
hay mucha información. Es por todo ello que no queremos recurrir a la Justicia, pero si nos obligan lo haremos, porque hay mucha 
información. Todo el mundo ha podido recopilar una gran cantidad de documentación. Lo que pretendemos -y le pedimos a 
ustedes- es evitar ese tipo de enfrentamiento y que tratemos de encontrar una solución para los ahorristas del Banco de Crédito. La 
ha habido políticamente para los otros Bancos. En agosto del año pasado se votó una ley para los ahorristas del Banco de la 
República, a quienes se les reprogramaron los ahorros. Hoy, inclusive, sus certificados se están negociando a valores muy altos. 
Concretamente, los de 2003 se están negociando a 97,7% y los del 2004 y 2005 al 94,5%. Es decir que un ahorrista del Banco de 


la República que quiera salir del sistema puede recurrir a una solución a través de una quita, digamos, bastante baja. En cambio, 
nosotros no tenemos absolutamente nada. Lo que nos propone el Gobierno ni siquiera lo firma el Estado; se eliminó la firma de los 
representantes del Estado, para evitar toda responsabilidad. En el texto que publicó el Banco Central en los diarios, esa firma fue 
eliminada. 


A esta altura, podemos ser ingenuos en muchas cosas, pero cada vez nos sentimos más defraudados. No creemos ya en las 
posiciones del Banco Central ni del Ministerio de Economía y Finanzas. Se ha ido a hablar más de una vez con el Ministro, quien 
ha contestado afirmativamente -no sé si por buena voluntad o por qué- pero luego hay un rechazo por parte del Banco Central. 
Esto parece un juego y nosotros estamos en medio de él. Somos 7.800 ahorristas que potencialmente representamos a más de 
40.000 personas y que desde hace 10 meses estamos padeciendo esta situación. 


Sé que para otra persona es muy difícil ponerse en nuestro lugar. Nuestras familias se han visto afectadas enormemente. De 
pronto, uno tiene noticias de un suicidio, pero lo que nos ocurre a nosotros dentro del seno de nuestras familias no se sabe. Si se 
quiere, se nos ha infligido un daño gratuito, porque no hemos especulado. Se nos quieren dar papeles que si los hubiéramos 
querido, los habríamos comprado o aceptado antes. La calidad de ahorrista de un Banco no es esa: no es especular y jugar con el 
qué va a pasar. No estamos viendo qué hacemos o no en el área financiera, cuándo hay que vender un papel y cuándo 
recuperarlo. No estamos en eso; fuimos a un Banco pensando que esa era una opción segura. Pusimos la plata allí porque 
suponíamos que era algo seguro, pero fue allí que nos robaron. Resulta, pues, poco creíble lo que está pasando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero saber cuál es el monto total de los ahorros y cuántos créditos, y en qué plazos, se pueden 
recuperar, teniendo en cuenta este escenario negativo. 


SEÑOR UBRIACO.- De acuerdo con los números que manejamos, los montos totales son de U$S 308:100.000; y, en efectivo, se 
estiman U$S 20:000.000. Es probable que estos números cambien porque la gente de AEBU sigue estando en el Banco y nosotros 
no entendemos cómo la liquidadora no toma una posición firme al respecto. Quiero decir que he ido personalmente al Banco de 
Crédito y he escuchado a gente decir que van a tener una permanencia en el cofre de cinco o seis años. No quiero entrar a 
considerar el tema de los funcionarios porque daría la impresión de que uno está en contra del trabajo y eso no es así; sí estamos 
en contra de algo que va en nuestro perjuicio. Ojalá los intereses fueran separados. 


Entonces, los valores en efectivo ascienden a una cifra de U$S 20:000.000 y los valores públicos, a valor nominal, 
correspondientes a la Serie N* 29 -capitalizada en el Banco de Crédito en el año 1998- son de U$S 27:500.000. Debemos decir que 
nosotros vamos a tomar el valor nominal de algo que desconocemos, porque esta serie nunca operó. 


Por otro lado, está la deuda del sector público por U$S 16:000.000 más, que serían pagados también con títulos a 2.011 y de los 
que desconocemos cuál sería la tasa de interés. En este sentido, estamos muy jugados al canje, ya que el 95% de todo esto son 
papeles. Si el canje no sale, ya no podremos vender los papeles a sesenta, sino que lo terminaremos haciendo a diez. Después, 
aparecerían los U$S 40:000.000 que el Gobierno colocaría en valores públicos, tomados a valor nominal, de la subasta. 


Esto es lo conocido, porque no sabemos si el Grupo Moon va a pagar o no, y el resto depende de la subasta. 


Al día de hoy sí sabemos que cuando el Banco es suspendido en sus actividades en el mes de agosto tenía, de Cartera vigente, 
aproximadamente, U$S 360:000.000 y, del balance que nosotros disponemos al 31 de enero, esta cifra ascendía a U$S 
175:000.000. Hoy, 15 de mayo, transcurrieron dos meses y medio más. Por lo tanto, si en siete meses se depreciaron U$S 
150:000.000 o más, es probable que en este tiempo el proceso se haya acelerado. 


SEÑOR ASTOR!I.- Sin duda. 


SEÑOR UBRIACO.- Entonces, de los U$S 147:000.000 que pretendemos rescatar, aun tomándolos a valores nominales, no sé si 
se podrán recuperar U$S 50:000.000 o U$S 60:000.000 para poder llegar a los U$S 100:000.000. Pero ese proceso de diez meses 
de deterioro de la Cartera no es responsabilidad nuestra y, sin embargo, el Gobierno quiere que nosotros vayamos al recupero de 
la Cartera de acuerdo con la subasta. ¿Por qué es eso así, si no fue responsabilidad nuestra? Fue el Gobierno el que jugó con 
Moon. Esto es clarísimo, porque si el Gobierno no fuera el accionista, no hubiera sido el negociador con Moon. Sin embargo, la 
Corporación Nacional para el Desarrollo nunca estuvo, siempre estuvo el doctor Atchugarry negociando con Moon. 


Cuando fuimos a conversar con Vieytes, del Banco Central del Uruguay, nos dijo que ellos sabían claramente que el Banco no iba a 
abrir. Entonces, ¿por qué pasaron siete meses? ¿Por qué se hizo la ley de diciembre, pensándose que iba a abrir? 


¿Por qué no nos hablaron en forma seria y responsable? ¿Por qué no nos dijeron lo que estaba pasando? Dejaron pasar el tiempo, 
y ahora están haciendo lo mismo para que nos cansemos. 


El año que viene es electoral. Sabemos que si tiene que haber una ley, tiene que ser aprobada este año. Después van a empezar 
todos los partidos a realizar sus campañas y nosotros vamos a quedar olvidados. 


En el convenio que quieren que firmemos, se dice que los papeles que nos van a dar -obviamente a valor nominal- sean por el 90% 
de nuestros depósitos y en 6 meses. Si se alcanza esta meta, tenemos que esperar un año y medio para ver qué pasa con el 10% 
restante, y antes de poder iniciar un juicio. Como ven, es una trampa, porque ya casi estaríamos llegando a la etapa de las 
elecciones en nuestro país. 


Sinceramente, no es que nos interese el tema político, es otro el asunto que estamos planteando. Por favor -perdonen la expresión; 
no la quería decir, pero lo voy a hacer- no nos "jodan" más, es una situación insoportable. 


SEÑOR KOUYOUMDJIAN.- Creo que el tiempo transcurrido también está siendo usado como herramienta o están jugando con 
nuestras necesidades y desesperación. 


Lo último que quería decir es que nosotros a esta propuesta la consideramos una limosna, y nosotros no fuimos a depositar 
limosnas, sino que depositamos el fruto de nuestro trabajo en un Banco que decía tener el respaldo del Estado. 


Nada más. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos su presencia y les estaremos informando luego que la Comisión delibere sobre su situación. 


(Se retiran de Sala los representantes de los ahorristas del Banco de Crédito S.A.) 


linea del nie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


